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I.
RESUMEN
1.
El 16 de noviembre de 2007 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición alegando la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”) por el retardo en la prestación jurisdiccional relativa a una “acción de revisión de beneficio de seguridad social” en contra del Instituto Nacional de Seguridad Social (Instituto Nacional de Seguro Social – “INSS”).  Se alega que dicha acción, interpuesta el 21 de mayo de 1986 por José Laurindo Soares (“la presunta víctima”), no ha culminado con el pago del monto debido por el Estado hasta la fecha, más de 26 años después.  Por lo tanto, el abogado José Carlos Lima Barbosa (“el peticionario”) sostiene que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”), en perjuicio de la presunta víctima, un anciano de 79 años de edad a la época de presentación de la petición.
2.
El Estado argumenta, en primer lugar, que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, según lo requerido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  En ese sentido, el Estado alega que la acción civil de revisión de beneficio de seguridad social interpuesta por la presunta víctima sigue su trámite regular ante el 3º Juzgado Civil de la Comarca de Barueri, estado de São Paulo, por tanto, arguye que la prestación jurisdiccional del Estado ha sido efectiva y que no subsisten los motivos de la petición.  Asimismo, el Estado sostiene que en la actual etapa de liquidación de sentencia en el marco de la referida acción civil, la presunta víctima ha reiteradamente impugnado los montos establecidos por el contador judicial, con lo cual el supuesto retardo en la prestación jurisdiccional ha sido provocado por su propia conducta procesal.  Por lo tanto, concluye que no se puede imputar al Estado violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.
3.
Sin prejuzgar sobre el fondo de la petición, tras analizar la información disponible y la posición de las partes a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la CIDH decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  La Comisión Interamericana decide además, publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual ante la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
4.
La denuncia fue recibida el 16 de noviembre de 2007.  Mediante nota de 24 de junio de 2008, la CIDH transmitió la denuncia al Estado para que presentara su contestación.  El  Estado dio respuesta a la petición los días 28 de agosto y 9 de septiembre de 2008.  La CIDH recibió información adicional del peticionario el 3 de noviembre de 2008 y el 14 de junio de 2012.  Dichas comunicaciones fueron debidamente remitidas al Estado.  Por otra parte, la CIDH recibió información adicional del Estado el 16 de diciembre y el 29 de diciembre de 2008.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
5.
El peticionario alega que el Estado violó la Constitución brasileña y la Convención Americana debido al retardo en la prestación jurisdiccional relativa a una “acción de revisión de beneficio de seguridad social” (ação revisional de benefício previdenciário) en contra del INSS, un órgano del Estado brasileño.  El peticionario argumenta que dicha acción fue interpuesta por la presunta víctima el 21 de mayo de 1986 ante el 3º Juzgado Civil de la Comarca de Barueri, estado de São Paulo.  Según el peticionario, más de 26 años después y pese a que la referida acción civil fue decidida a favor de la presunta víctima, la misma no ha culminado hasta la fecha con el pago del monto debido por el Estado.
6.
Conforme al peticionario, la presunta víctima contaba con 79 años de edad a la época de presentación de la petición ante la CIDH
, y durante el trámite de su acción civil solicitó reiteradamente que se diera prioridad a dicho proceso, en virtud de su avanzada edad, pero las autoridades judiciales brasileñas actuaron con inexplicable retardo y en violación de disposiciones legales internas
.  El peticionario agrega que la presunta víctima no tiene mayores ingresos que su pensión, la que no se le paga en el monto correcto determinado en el marco de la referida acción de revisión de beneficio de seguridad social hasta la fecha.  Consecuentemente, el peticionario concluye que el retardo en la protección y garantías judiciales observado en la presente situación afecta gravemente el derecho de subsistencia de la presunta víctima.
7.
Al respecto, el peticionario sostiene que la acción civil presentada por la presunta víctima el 21 de mayo de 1986 tardó más de veinte años ante las instancias ordinarias y extraordinarias, hasta que el Superior Tribunal de Justicia (“STJ”) rechazó un recurso especial presentado por el INSS.  El peticionario indica que la sentencia de primera instancia fue favorable a la presunta víctima, sin embargo, acciones de naturaleza monetaria contra el Estado estarían sujetas a revisión automática en segunda instancia, con lo cual el proceso fue remitido al Tribunal Regional Federal de la 3ª Región (“TRF”) el 20 de septiembre de 1989.  Asimismo, alega el peticionario que el trámite de la acción de revisión fue “letárgico” hasta la decisión del STJ referida supra, el 27 de abril de 2006, y su liquidación y ejecución no han culminado hasta la fecha.
8.
A la fecha, en efecto, el peticionario alega que el proceso sigue en etapa de liquidación de sentencia para que se calcule el monto debido por el Estado a la presunta víctima.  Según el peticionario, la etapa de liquidación de sentencia, con el respectivo cálculo por el contador judicial del monto debido por el Estado lleva más de cinco años, desde el 5 de febrero de 2007 hasta la fecha.  A ese respecto, el peticionario indica que el contador judicial ha reiteradamente emitido cálculos en desacuerdo con la sentencia en la acción de revisión, y debido a ello la presunta víctima ha impugnado los mismos.  De todas maneras, alega el peticionario que una vez que la ejecución propiamente dicha empiece, el proceso seguramente tardará muchos años más.  Lo anterior, según el peticionario, porque en Brasil la ejecución de montos debidos por el Estado se lleva a cabo a través de títulos ejecutivos denominados precatórios, cuya ejecución puede posponerse indefinidamente, según un orden de prelación, hasta que el Estado dispusiera de los recursos suficientes para efectuar los pagos de sus haberes.
9.
En base a lo anterior, el peticionario sostiene que la petición es admisible en virtud de la aplicabilidad a la presente situación de las excepciones contempladas en los literales “a”, “b” y “c” del artículo 46.2 de la Convención Americana, toda vez que el retardo injustificado en la decisión de la referida acción ha sido provocado por las propias autoridades judiciales, quienes tienen bajo su competencia la decisión sobre los recursos de jurisdicción interna.  En conclusión, el peticionario asevera que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana.
B.
Posición del Estado
10.
El Estado alega que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, según lo requerido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  En ese sentido, el Estado alega que la acción civil de revisión de beneficio de seguridad social (Proceso 068.01.1986.000061-6) interpuesta por la presunta víctima en 1986 fue decidida a su favor, y sigue su trámite regular ante el 3º Juzgado Civil de la Comarca de Barueri, estado de São Paulo.  De acuerdo con el Estado, puede vislumbrarse la conclusión de la acción civil de revisión a la brevedad, por tanto, la prestación jurisdiccional del Estado ha sido efectiva y no subsisten los motivos de la petición.
11.
Por otra parte, el Estado observa que en la actual etapa de liquidación de sentencia en el marco de la referida acción civil, la presunta víctima ha reiteradamente impugnado los montos establecidos por el contador judicial, con lo cual el supuesto retardo en la prestación jurisdiccional ha sido provocado por su propia conducta procesal.  Por lo tanto, concluye que no se puede imputar al Estado violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.

12.
En base a lo anterior, el Estado solicita que la CIDH declare esta petición inadmisible, de conformidad con el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia
13.
El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presunta víctima a José Laurindo Soares, un individuo respecto de quien el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos reconocidos en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana observa que Brasil es parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado Parte en dicho tratado.

14.
Respecto de la competencia ratione temporis, la Comisión Interamericana toma nota que el peticionario denuncia hechos enmarcados en un proceso civil iniciado el 21 de mayo de 1986, antes que Brasil ratificara la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, por tanto la fuente de derecho aplicable inicialmente es la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
.  No obstante lo anterior, la CIDH observa que lo denunciado en esta petición es el continuo retardo en la protección y garantías judiciales por el Estado, que presuntamente sigue hasta la fecha, por tanto la Comisión Interamericana también tiene competencia ratione temporis para examinar esta petición bajo la Convención Americana desde la fecha de ratificación de la misma.  Finalmente, la CIDH tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B.
Agotamiento de los recursos internos
15.
De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, a efectos de que una petición sea admitida por la Comisión Interamericana, es necesario que hayan sido agotados los recursos de la jurisdicción interna, de acuerdo con los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención Americana prevé que dicho requisito no resulta aplicable cuando: (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
16.
La Comisión Interamericana resalta que no es un hecho controvertido que la acción de revisión de beneficio de seguridad social, interpuesta por la presunta víctima el 21 de mayo de 1986, sigue pendiente de conclusión, es decir, no ha sido ejecutada hasta la fecha (supra párrs. 7, 8 y 10), más de 26 años desde su presentación
.  Tomando en cuenta las circunstancias de esta petición, la CIDH considera que el retardo observado en la decisión sobre la referida acción civil excede significativamente lo que podría ser considerado razonable a fines de la admisibilidad de la petición
.

17.
En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (“la Corte Interamericana”) ha sostenido que la regla del agotamiento de los recursos internos nunca debe “conducir a que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa”
.  En el presente caso, el requisito de agotamiento de recursos internos no puede ser interpretado de manera que podría causar una restricción prolongada o injustificada para acceder al sistema interamericano de derechos humanos.  Consecuentemente, la CIDH decide que ha habido un retardo injustificado en la decisión final sobre los recursos de jurisdicción interna, y que por lo tanto es aplicable la excepción prevista por el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
18.
Finalmente, debe señalarse que la excepción por el retardo injustificado se encuentra íntimamente relacionada con la posible violación de ciertos derechos protegidos por la Convención Americana, específicamente bajo los artículos 8 y 25 de ese instrumento internacional.  A ese respecto, la CIDH aclara que lo señalado por el Estado sobre la conducta procesal de la presunta víctima, entre otros temas, será objeto del examen que se realizará en la etapa de fondo, respecto de la supuesta violación de las garantías judiciales, en relación con la falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de la respectiva acción civil
.  En la etapa de fondo, por tanto, la CIDH examinará si las causas y los efectos de la referida excepción concretamente configuran violaciones a la Convención Americana
, particularmente de sus artículos 1.1, 2, 8.1 y 25.
C.
Plazo de presentación

19.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que la petición "sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva".  Por otro lado, el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH provee:

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión [Interamericana]. A tal efecto, la Comisión [Interamericana] considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
20.
La CIDH ha decidido supra (párr. 17) que a esta petición es aplicable una excepción al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, así debe determinar si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  La petición fue presentada el 16 de noviembre de 2007.  Teniendo en cuenta las circunstancias específicas de esta petición, particularmente los alegatos sobre denegación de justicia y retardo en la protección y garantías judiciales, que presumiblemente continúan hasta la fecha, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, y que el requisito fijado por el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH ha sido cumplido.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
21.
No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por este u otro órgano internacional. Por ello, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.
D.
Caracterización de los hechos alegados
22.
Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”.  En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión de mérito sobre el asunto.
23.
Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH requieren que el peticionario identifique los derechos específicos que se alegan violados por el Estado en el asunto que se presenta ante la Comisión Interamericana, aún cuando los peticionarios pueden hacerlo.  Es competencia de esta Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en su informe de admisibilidad qué provisiones de los instrumentos interamericanos relevantes son aplicables y pueden ser pasibles de haber sido violadas, si los hechos alegados fueran probados con elementos suficientes.

24.
En este caso, el peticionario alega que existe retardo en la protección y garantías judiciales relativas a una acción de revisión de beneficio de seguridad social interpuesta por la presunta víctima el 21 de mayo de 1986, hace más de 26 años.  La Comisión Interamericana concluye que, si se prueban verdaderos, los alegatos del peticionario podrían caracterizar violaciones de los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en conjunción con las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.  Asimismo, dado que el peticionario plantea que ha sido privado de una parte importante de su pensión como resultado, la Comisión Interamericana también analizará la posible violación del artículo 21 de la Convención Americana en la etapa de fondo.  En conclusión, la CIDH decide que esta petición no es manifiestamente infundada ni improcedente, y como resultado declara que el peticionario ha cumplido prima facie con los requisitos previstos por los artículos 47.b y 47.c de la Convención Americana.

V.
CONCLUSIONES
25.
La CIDH concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1.
Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 8.1, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado;
2.
Notificar esta decisión al Estado y al peticionario;
3.
Continuar con el análisis del fondo del asunto;
4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 

� Según el peticionario, la presunta víctima cumplió 84 años el 25 de abril de 2012.


� El peticionario se refiere, específicamente, al artículo 1211 del Código de Proceso Civil brasileño, que establece la prioridad para el trámite de acciones en que una de las partes tenga edad superior a 65 años.


� Véase Corte I.D.H, Opinión Consultiva OC-10/89, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y  Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14 de julio de 1989, Ser. A No. 10, párrs. 35-45; CIDH. James Terry Roach y Jay Pinkerton (Estados Unidos), Caso 9647, Res. 3/87, 22 de septiembre de 1987, párrs. 46-49; y Rafael Ferrer-Mazorra y Otros (Estados Unidos), Informe N° 51/01, Caso 9903, 4 de abril de 2001. Véase también el Estatuto de la Comisión Interamericana en su artículo 20.


� En efecto, según los documentos en autos, por ejemplo, en la fase de liquidación de sentencia, el proceso fue remitido al contador judicial el 5 de febrero de 2007, y hasta la fecha se sigue discutiendo el monto de la deuda debida por el Estado. Al respecto, véase, por ejemplo, Certidão de Objeto e Pé del 19 de octubre de 2009 (que incluye el despacho del juez remitiendo los autos al contador judicial el 5 de febrero de 2007); y Sentencia del 27 de septiembre de 2010 respecto del Agravo de Instrumento Nº 0006420-50.2010.4.03.0000/SP interpuesto por la presunta víctima (que verificó que los criterios de cálculo de la sentencia a favor de la presunta víctima no fueron totalmente observados por el contador judicial, habiendo que ser corregidos) – Anexos a la comunicación del peticionario del 14 de junio de 2012.


� La CIDH observa que el peticionario ha alegado (supra párr. 8) que, una vez debidamente llevada a cabo la liquidación de sentencia con el cálculo del monto debido, su ejecución sería subsiguientemente realizada a través de un precatório, en virtud de que se trata de la ejecución de montos debidos por el Estado.  En la eventualidad de que esa situación se presente, de manera superveniente, durante la etapa de mérito de este caso, la Comisión Interamericana toma nota de que, respecto de la falta de pago de un precatório debido por el Estado brasileño, la CIDH ya ha adoptado una decisión de admisibilidad sobre el agotamiento de los recursos internos relativos a ese tema, en el Informe No. 144/11 sobre la P-1050-06 (Pedro Stábile Neto y otros funcionarios del municipio de Santo André), del 31 de octubre de 2011; así como ha utilizado ésta para fundamentar otras decisiones per curiam sobre la admisibilidad de los reclamos vinculados con dicha situación (Véase, sobre el mismo tema, CIDH. Informe No. 145/11, Admisibilidad, Petición 1140-04, Clélia de Lurdes Goldenberg y Rita de Cassia da Rosa, 31 de octubre de 2011, párr. 17; e Informe No. 10/12, Admisibilidad, Petición 341-01, Márcio Manoel Fraga y Nancy Victor da Silva, 20 de marzo de 2012, párr. 16).


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, par. 93.


� Como lo han señalado reiteradamente la CIDH y la Corte Interamericana, la falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de un proceso constituye, en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales, y a efectos de realizar ese análisis de fondo sobre la razonabilidad del plazo, se han tomado en consideración cuatro elementos: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado, c) conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. Véase, inter alia, Corte I.D.H., Caso Garibaldi vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, párr. 133.


� CIDH. Informe No. 35/10, Admisibilidad, Petición 150-06, Nélio Nakamura Brandão y Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz, 17 de marzo de 2010, párr. 35; Informe No. 96/09, Admisibilidad, Petición 4-04, Antônio Pereira Tavares y otros, 29 de diciembre de 2009, párr. 35; Informe No. 72/08, Admisibilidad, Petición 1342-04, Márcio Lapoente da Silveira, Brasil, 16 de octubre de 2008, párr. 75; Informe No. 23/07, Admisibilidad, Petición 435-2006, Eduardo José Landaeta Mejía y Otros, Venezuela, 9 de marzo de 2007, párr. 47; e Informe No. 40/07, Admisibilidad, Petición 665-05, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros, Brasil, 23 de julio de  2007, párr. 55.
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